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PODER EJECUTIVO 

DECRETOS 
 

Nº 42453-MTSS-MDHIS 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO A.Í. DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL 

Y EL MINISTRO DE DESARROLLO HUMANO E INCLUSIÓN SOCIAL 

 

 
Con fundamento en los incisos 3), 8),18), 20) del artículo 140 y 146 de la Constitución Política; 
los numerales 25, 27, y 28 inciso 2), subinciso a) y b) de la Ley General de la Administración 
Pública, Ley No. N° 6227 de 2 de mayo de 1978; en los artículos 1, 2 y 6 de la Ley Orgánica del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Ley N° 1860 del 21 de abril de 1955; Decreto Ejecutivo 
número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020; Decreto Ejecutivo número 42305-MTSS-MDHIS 
del 17 de abril de 2020; y, 

Considerando: 

I. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020, el 

Poder Ejecutivo declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la 

República de Costa Rica, debido a la situación sanitaria provocada por la enfermedad 

COVID-19. 

II. Que en el abordaje de la pandemia, el Poder Ejecutivo ha tenido la prioridad de adoptar 

acciones con enfoque de derechos humanos, para garantizar no solo la salud de la 

población, la protección de su vida, la integridad personal, sino también la igualdad, la 

no discriminación, el enfoque de género, la diversidad y la intersectorialidad de la 

población. 

 
III. Que en el Informe “El COVID-19 y el mundo del trabajo”, la Organización Internacional 

del Trabajo señala que los gobiernos deben proporcionar soluciones integrales para 

hacer frente a la crisis de la COVID-19, en particular el apoyo a la enseñanza y el 

desarrollo de competencias. 

 
IV. Que el impacto en la economía de las medidas requeridas para contener la propagación 

de la COVID-19, genera disminución de la actividad económica y social de manera 

temporal, ya que se confina la movilidad de las personas y paraliza la actividad de 

muchos sectores que generan ingresos y crecimiento. Ante ello, los ingresos de muchas 

de las personas trabajadoras, dependientes o independientes, se han visto reducidos 

drásticamente. 



V. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42305-MTSS-MDHIS del 17 de abril de 2020, 

se creó el Bono Proteger como un subsidio temporal de desempleo para contribuir con 

la protección social de las personas afectadas por el cambio en sus condiciones laborales 

y/o de ingresos como consecuencia de la Emergencia Nacional provocada por la COVID- 

19. 

 
VI. Que debido a la evolución del contexto generado por la actual emergencia sanitaria, 

resulta necesario modificarse el inciso a) del artículo 5 del Decreto Ejecutivo número 

42305-MTSS-MDHIS, para ajustar la indicación sobre los despidos o ceses realizados 

como consecuencia de la Emergencia Nacional provocada por COVID-19, los cuales 

deben ser sin responsabilidad del trabajador, para adaptarla a lo indicado en la Ley 

número 9840. 

 
VII. Que, según el principio de legalidad presupuestaria, establecido en el artículo 180 

constitucional, el presupuesto constituye el límite de acción de los poderes públicos 

para el uso y disposición de los recursos del Estado. 

 
VIII. Que el inciso f) del artículo 110 de la Ley número 8131 del 18 de setiembre de 2001, Ley 

de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos establece que 

será generador de responsabilidad administrativa “La autorización o realización de 

compromisos o erogaciones sin que exista contenido económico suficiente, debidamente 

presupuestado”. 

 
IX. Que resulta necesario modificar el artículo 9 del Decreto Ejecutivo número 42305-MTSS- 

MDHIS, con la finalidad de establecer que el otorgamiento de los Bonos Proteger se 

encuentra limitado por la existencia de contenido presupuestario y en consecuencia, en 

ausencia de presupuesto que permita cubrir íntegramente la atención por los  tres 

meses previstos en dicho beneficio, debe suspenderse el trámite de análisis de las 

solicitudes. 

 
X. Que para el abordaje del estado de emergencia nacional, el Poder Ejecutivo ha 

desarrollado una estrategia que consistirá en permitir la reinstalación, reapertura y 

apertura de actividades económicas por territorios determinados, según la propagación 

del COVID-19 o las recomendaciones dadas por el Ministerio de Salud y aplicar cierres y 

restricciones en los territorios que ese Ministerio determine como focos de contagio o 

con gran cantidad de población con la enfermedad activa. Permitiendo así la reapertura 

económica y reinserción laboral de la mayoría de los sectores al mismo tiempo que se 

combate el aumento en la curva de contagio de la enfermedad. 



XI. Que este proceso de apertura económica ha permitido a lo largo de los meses de mayo

y junio la reinserción laboral de trabajadores de diversos sectores de la economía. Lo

anterior, ha generado el retorno de personas trabajadoras a sus espacios de trabajo,

mayor flujo de personas en las vías públicas, así como empresas reactivando

operaciones y contratos laborales. Acciones que demuestran la reincorporación de una

parte de la fuerza laboral al trabajo diario; no obstante, se entiende que aún quedan

sectores gravemente afectados a escala mundial como el turismo.

XII. Que de acuerdo con las consideraciones anteriores y en aras de la consecución del

interés público, así como del cumplimiento de los objetivos del Estado particularmente

en el abordaje del contexto actual, al amparo de los principios de autoorganización de la

Administración y de buen Gobierno, se hace necesario adecuar los alcances del Decreto

Ejecutivo número 42305-MTSS-MDHIS, para brindar atención integral al problema de

empleo ocasionado por el estado de emergencia nacional debido al COVID-19. Por lo

que en consecuencia y por razones de oportunidad y eficiencia, resulta procedente

reformar en lo conducente el citado Decreto Ejecutivo.

XIII. Que de conformidad con la Ley número 8220 del 04 de marzo del 2002, este Decreto

Ejecutivo no modifica trámites, requisitos o procedimientos que el administrado deba

cumplir ante la Administración Central.

Por tanto, 

DECRETAN: 

Reforma al Decreto Ejecutivo N° 42305-MTSS-MDHIS del 17 de abril de 2020 

ARTÍCULO 1º-. Modifíquese el inciso a) del artículo 5 del Decreto Ejecutivo número 42305- 
MTSS-MDHIS del 17 de abril de 2020, para que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“Artículo 5 -Población Beneficiaria. Para solicitar el Bono Proteger, la persona deberá 
acreditar alguna de las siguientes situaciones como consecuencia del estado de 
emergencia nacional provocada por el COVID-19, a partir de la fecha de emisión del 
Decreto Ejecutivo Nº 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020: 

a) Haber sido despedida o cesada como consecuencia de la Emergencia Nacional 
provocada por COVID-19, salvo que el despido sea con responsabilidad de la persona 
trabajadora.

(…)” 



ARTÍCULO 2º-. Modifíquese el artículo 9 del Decreto Ejecutivo número 42305-MTSS-MDHIS, 
para que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“Artículo 9.- Temporalidad del Bono Proteger y plazo de otorgamiento del subsidio. 

El Bono Proteger se otorgará de manera mensual, por el estado de emergencia nacional 
provocado por la COVID-19, y por un plazo de hasta tres meses a partir del primer 
depósito, prorrogables por un periodo igual en caso de ser requerido si se mantienen las 
circunstancias que motivaron el otorgamiento del subsidio, siempre y cuando se cuente 
con disponibilidad de recursos. 

El otorgamiento y alcance del Bono Proteger se encuentra sujeto a la disponibilidad y 
suficiencia de recursos financieros. 

En caso de no existir contenido presupuestario que permita abarcar al menos los 3 
meses previstos para dicho beneficio, se notificará la suspensión del trámite de análisis 
de nuevas solicitudes para el otorgamiento de nuevos subsidios, lo cual se comunicará a 
la dirección del correo electrónico y al número telefónico señalados en el formulario de 
solicitud como medio para recibir notificaciones.” 

ARTÍCULO 3º- Agréguese un último párrafo al artículo 19 del Decreto Ejecutivo número 42305- 
MTSS-MDHIS, para que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“Artículo 19.-De los criterios para la priorización en la asignación de los recursos. Para 
determinar la prioridad de ejecución de las transferencias del Bono Proteger se utilizarán 
los siguientes criterios: 

(…) 

Cuando los recursos disponibles no permitan atender la totalidad de las solicitudes del 
Bono Proteger, la administración podrá ajustar los parámetros aplicados a los criterios 
de priorización previamente enumerados en el presente artículo para focalizar y brindar 
mayor grado de prioridad a las personas con mayor incidencia de vulnerabilidad. Las 
modificaciones en estos parámetros deberán ser formalmente oficializadas y registradas 
por la Dirección Nacional de Empleo con su respectiva justificación.” 

ARTÍCULO 4º- El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de su publicación. 

Dado en la Presidencia de la República. San José, a los nueve días del mes de julio de dos mil 
veinte. 

     CARLOS ALVARADO QUESADA.—La Ministra de Trabajo y Seguridad Social, Geannina 
Dinarte Romero y el Ministro de Desarrollo Humano e Inclusión Social, Juan Luis 
Bermúdez Madriz.—1 vez.—Exonerado.—( D42453 - IN2020470354 ).



N° 42455-MOPT-S 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 
EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 

Y EL MINISTRO DE SALUD 

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 

incisos 3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 

28 inciso 2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 

2 de mayo de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 

de la Ley General de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 

2 inciso b), c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 

08 de noviembre de 1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso 

k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 
del 4 de octubre de 2012 y sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 
16 de marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el

Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les

defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la

Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de

1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la

salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el

Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a

la salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre

cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los

protocolos de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote

de un nuevo coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la

Salud del día 30 de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la

ciudad de Wuhan de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de

coronavirus que ha provocado fallecimientos en diferentes países del

mundo. Los coronavirus son una amplia familia de virus que pueden causar



diversas afecciones, desde el resfriado común hasta enfermedades más graves, 

como ocurre con el coronavirus causante del síndrome respiratorio de Oriente 

Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio agudo severo y el que provoca 

el COVID-19. 

IV. Que en razón de lo anterior, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha

activado diversos protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria

internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo

de impacto en la población que reside en Costa Rica.

V. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han

aumentado los casos debidamente confirmados.

VI. Que el 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la

situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a

pandemia internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala

nacional e internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces

para hacer frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que

concurren constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de

enorme magnitud tanto por el muy elevado número de personas afectadas

como por el extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de

2020, se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la

República de Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por

la enfermedad COVID-19.

VIII. Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se

trata de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento,

traslado y permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho

derecho fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de

movilizarse en un medio de transporte particular. El núcleo duro de dicho

derecho radica en garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse

libremente en el territorio nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la

opción de aplicar medidas de restricción temporal para la conducción de un

vehículo automotor durante un horario determinado sin que ello constituya un

quebranto o amenaza a la libertad de tránsito.



IX. Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012,

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las

vías públicas terrestres de Costa Rica.

X. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad

Vial, estipula que “(…)“El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la

circulación vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés

público, regional o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se

establezca reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a

través de la Ley número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de

Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el

artículo 95 bis, el cual consigna que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en

todas las vías públicas nacionales o cantonales del territorio nacional,

restricciones a la circulación vehicular por razones de emergencia nacional

decretada previamente. La restricción de circulación vehicular se señalará vía

decreto ejecutivo, indicando las áreas o zonas, días u horas y las excepciones en

las cuales se aplicará. (…)”.

XI. Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico

dispone como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la

Administración Pública y las personas administradas para el mejoramiento y

fortalecimiento de la función pública. En el presente caso, la restricción

vehicular es una acción derivada de ese régimen para atender y proteger un

bien jurídico preponderante como lo es la salud pública y con ello, el bienestar

general, bajo criterios objetivos, razonables y proporcionales.

XII. Que ante la situación epidemiológica actual por el COVID-19 en el territorio

nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a mantener los

esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas de

prevención por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características

del virus resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también

en personas sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento

en el avance del brote por COVID-19, provocando una eventual saturación de

los servicios de salud y la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas

personas que enfermen gravemente.



XIII. Que debido a la persistencia del escenario epidemiológico complejo, 

especialmente en cuanto al elevado número de casos en todo el país y el

aumento del riesgo de saturación en los servicios de salud por la afectación del

COVID-19, el Poder Ejecutivo debe de mantener el ajuste temporal en la franja

horaria en la medida sanitaria de restricción vehicular diurna y prorrogar la

vigencia de dicha medida de forma general, tal como se ha venido haciendo de

forma periódica. Sin embargo, se torna pertinente modificar la franja horaria

aplicadas para los fines de semana, como elemento necesario para reforzar la

medida sanitaria en mención. Lo anterior, en virtud de la urgencia ante la cual

se se encuentra el territorio nacional para controlar la propagación del COVID-

19 y su trazabilidad. Una vez más, el Poder Ejecutivo considera que esta acción

es esencial para disminuir la exposición de las personas a la transmisión de dicha

enfermedad y así, resguardar la salud de la población y evitar la saturación de

los servicios de salud, en especial las unidades de cuidados intensivos. Por ende,

el Poder Ejecutivo debe tomar acciones específicas y se procede a prorrogar la

presente medida de mitigación.

Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42295-MOPT-S DEL 11 DE ABRIL DE 

2020, DENOMINADO  RESTRICCIÓN VEHICULAR DIURNA ANTE EL ESTADO DE 

EMERGENCIA NACIONAL EN TODO EL TERRITORIO COSTARRICENSE POR EL COVID-19 

ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

La presente reforma a la medida de restricción vehicular emitida en el Decreto 

Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020, se realiza con el objetivo de 

fortalecer las acciones para mitigar la propagación y el daño a la salud pública ante los 

efectos del COVID-19, debido al incremento epidemiológico que se presenta en los 

casos por esta enfermedad en el territorio nacional. Asimismo, esta medida de 

ampliación se adopta como parte del estado de emergencia nacional declarado 

mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y en 

procura del bienestar de todas las personas que radican en el territorio costarricense. 

ARTÍCULO 2°.- Prórroga de la medida de restricción vehicular diurna. 

Refórmese el artículo 11° del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril 

de 2020, a efectos de que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“ARTÍCULO 11°.- Plazo de aplicación de la presente medida. 

La medida de restricción vehicular diurna contemplada en el presente Decreto 
Ejecutivo, se aplicará a partir de las 05:00 horas del 13 de abril a las 16:59 horas 
del 19 de julio de 2020, inclusive. La vigencia de la presente medida será 
revisada y actualizada de conformidad con el comportamiento  epidemiológico 
del COVID-19.” 



ARTÍCULO 3°.- Prórroga de la reforma temporal a la franja horaria durante los días 

lunes a viernes. 

Refórmese el Transitorio II del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de 

abril de 2020, a efectos de que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“TRANSITORIO II.- Durante los días sábado 4 de julio al domingo 19 de julio de 

2020, inclusive, la regulación horaria de la restricción vehicular diurna 

establecida en el artículo 3 del presente Decreto Ejecutivo será en el período 

comprendido entre las 05:00 horas y las 16:59 horas, en los términos 

establecidos por dicho artículo. Para los efectos correspondientes, los demás 

artículos del presente Decreto Ejecutivo deberán aplicarse bajo la franja horaria 

temporal comprendida entre las 05:00 horas y las 18:59 horas durante los días 

lunes a viernes.” 

ARTÍCULO 4°.- Reforma de la reforma temporal a la franja horaria durante los días 

sábado y domingo. 

Adiciónese el Transitorio III al Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril 

de 2020, a efectos de que se consigne lo siguiente: 

“TRANSITORIO III.- Durante los días sábado 11 de julio, domingo 12 de julio, 

sábado 18 y domingo 19 de 2020, inclusive, la regulación horaria de la 

restricción vehicular diurna establecida en el artículo 4° del presente Decreto 

Ejecutivo será en el período comprendido entre las 05:00 horas y las 16:59 

horas, en los términos establecidos por dicho artículo. Para los efectos 

correspondientes, los demás artículos del presente Decreto Ejecutivo deberán 

aplicarse bajo la franja horaria temporal comprendida entre las 05:00 horas y 

las 16:59 horas, durante las fechas establecidas en este transitorio.” 

ARTÍCULO 5°.- Vigencia. 

El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de las 05:00 horas del sábado 11 de julio de 

2020 y hasta a las 16:59 horas del 19 de julio de 2020. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los diez días del mes de julio de dos 

mil veinte. 

       CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza 
y  el Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez Mata.—1 vez.—
Exonerado.—( D42455 - IN2020470455 ). 



N° 42456-MOPT-S 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 
EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 

 Y EL MINISTRO DE SALUD 

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 incisos 

3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 inciso 2) 
acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 2 de mayo de 
1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General 
de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 2 inciso b), c) y e) y 57 
de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 08 de noviembre de 
1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso k) de la Ley de Tránsito 
por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012 y 
sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo 2020 ; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado

está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de

toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la Ley

Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de 1973,

regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la salud

pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud. Asimismo,

la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el Estado, y que

las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la salud son de

orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre cualesquiera otras

disposiciones de igual validez formal.

III. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos

de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote de un nuevo

coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30

de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan

de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha provocado



fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son una amplia 

familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el resfriado común 

hasta enfermedades más graves, como ocurre con el coronavirus causante del 

síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio 

agudo severo y el que provoca el COVID-19. 

IV. Que en razón de lo anterior, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha

activado diversos protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria

internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo de

impacto en la población que reside en Costa Rica.

V. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han

aumentado los casos debidamente confirmados.

VI. Que el 11 de marzo del 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la situación

de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia

internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e

internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer

frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren

constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud

tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el extraordinario

riesgo para su vida y sus derechos.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo del 2020,

se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de

Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad

COVID-19.

VIII. Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se trata

de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento, traslado y

permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho derecho

fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de movilizarse en un

medio de transporte particular. El núcleo duro de dicho derecho radica en

garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse libremente en el territorio

nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la opción de aplicar medidas de



restricción temporal para la conducción de un vehículo automotor durante un 

horario determinado sin que ello constituya un quebranto o amenaza a la libertad 

de tránsito. 

IX. Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012,

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las vías

públicas terrestres de Costa Rica.

X. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial,

estipula que “(…)“El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la circulación

vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés público, regional

o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se establezca

reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a través de la Ley

número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de Tránsito por Vías Públicas

Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el artículo 95 bis, el cual consigna

que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en todas las vías públicas nacionales o

cantonales del territorio nacional, restricciones a la circulación vehicular por razones

de emergencia nacional decretada previamente. La restricción de circulación

vehicular se señalará vía decreto ejecutivo, indicando las áreas o zonas, días u horas

y las excepciones en las cuales se aplicará. (…)”.

XI. Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico dispone

como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la Administración

Pública y las personas administradas para mejoramiento y fortalecimiento de la

función pública. En el presente caso, la restricción vehicular es una acción derivada

de ese régimen para atender y proteger un bien jurídico preponderante como lo es

la salud pública y con ello, el bienestar general, bajo criterios objetivos, razonables

y proporcionales.

XII. Que ante la situación epidemiológica actual por el COVID-19 en el territorio

nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a mantener los

esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas de prevención

por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características del virus

resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también en personas



sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento en el avance del 

brote por COVID-19, provocando una eventual saturación de los servicios de salud y 

la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas personas que enfermen 

gravemente. 

XIII. Que debido a la persistencia del escenario epidemiológico complejo, 

especialmente en cuanto al elevado número de casos en todo el país y el aumento

del riesgo de saturación en los servicios de salud por la afectación del COVID-19, el

Poder Ejecutivo debe de mantener el ajuste temporal en la franja horaria en la

medida sanitaria de restricción vehicular nocturna y paralelamente, se torna

pertinente modificar la franja horaria aplicadas para los fines de semana, como

elemento necesario para reforzar la medida sanitaria en mención. Lo anterior, en

virtud de la urgencia ante la cual se se encuentra el territorio nacional para

controlar la propagación del COVID-19 y su trazabilidad. Una vez más, el Poder

Ejecutivo considera que esta acción es esencial para disminuir la exposición de las

personas a la transmisión de dicha enfermedad y así, resguardar la salud de la

población y evitar la saturación de los servicios de salud, en especial las unidades de

cuidados intensivos. Por ende, el Poder Ejecutivo debe tomar acciones específicas y

se procede a prorrogar la presente medida de mitigación.

Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42253-MOPT-S DEL 24 DE MARZO DE 2020, 

DENOMINADO RESTRICCIÓN VEHICULAR EN HORARIO NOCTURNO PARA MITIGAR LOS 

EFECTOS DEL COVID-19 

ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

La presente reforma a la medida de restricción vehicular emitida en el Decreto Ejecutivo 

número 42253-MOPT-S del 24 de marzo de 2020, se realiza con el objetivo de fortalecer 

las acciones para mitigar la propagación y el daño a la salud pública ante los efectos del 

COVID-19, debido al incremento epidemiológico que se presenta en los casos por esta 

enfermedad en el territorio nacional. Asimismo, esta medida de ampliación se adopta 

como parte del estado de emergencia nacional declarado mediante el Decreto Ejecutivo 

número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y en procura del bienestar de todas las 

personas que radican en el territorio costarricense. 



ARTÍCULO 2°.- Reforma al Transitorio V sobre la adaptación temporal de la regulación 

horaria de la restricción vehicular nocturna. 

Refórmese el Transitorio V del Decreto Ejecutivo número 42253-MOPT-S del 24 de marzo 

de 2020, a efectos de que se lea de la siguiente manera: 

“TRANSITORIO V.- Durante los días viernes 3 de julio al lunes 20 de julio de 2020, 
inclusive, la regulación horaria de la restricción vehicular nocturna establecida en el 
artículo 3° del presente Decreto Ejecutivo será en el período comprendido entre las 
19:00 horas y las 04:59 horas, en los términos establecidos por dicho artículo. Para 
los efectos correspondientes, los demás artículos del presente Decreto Ejecutivo 
deberán aplicarse bajo la franja horaria temporal comprendida entre las 19:00 
horas y las 04:59 horas.”. 

ARTÍCULO 3°.- Adición del Transitorio VI para la adaptación temporal de la regualción 

horaria durante los días sábado y domingo. 

Adiciónese Transitorio VI al Decreto Ejecutivo número 42253-MOPT-S del 24 de marzo de 

2020, a efectos de que se consigne lo siguiente: 

“TRANSITORIO VI.- Durante los días sábado 11 de julio, domingo 12 de julio, 

sábado 18 y domingo 19 de 2020, inclusive, la regulación horaria de la restricción 

vehicular nocturna establecida en el párrafo segundo del artículo 3° del presente 

Decreto Ejecutivo será en el período comprendido entre las 17:00 horas y las 04:59 

horas, en los términos establecidos por dicho artículo. Para los efectos 

correspondientes, los demás artículos del presente Decreto Ejecutivo deberán 

aplicarse bajo la franja horaria temporal comprendida entre las 17:00 horas y las 

04:59 horas, durante las fechas establecidas en este transitorio.” 

ARTÍCULO 4°.- Vigencia. 

El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de las 17:00 horas del sábado 11 de julio a las 

04:59 horas del 20 de julio de 2020. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los diez días del mes de julio de dos mil 

veinte. 

      CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza 
y  el Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez Mata.—1 vez.—
Exonerado.—( D42456 - IN2020470456 ). 



 N° 42457-MOPT-S 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 

Y EL MINISTRO DE SALUD 

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 

incisos 3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 

28 inciso 2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 

2 de mayo de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 

de la Ley General de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 

2 inciso b), c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 

08 de noviembre de 1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso 

k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 
del 4 de octubre de 2012 y sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 
16 de marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el

Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les

defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la

Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de

1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la

salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el

Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a

la salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre

cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los

protocolos de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote

de un nuevo coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la

Salud del día 30 de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la

ciudad de Wuhan de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de

coronavirus que ha provocado fallecimientos en diferentes países del



mundo. Los coronavirus son una amplia familia de virus que pueden causar 

diversas afecciones, desde el resfriado común hasta enfermedades más graves, 

como ocurre con el coronavirus causante del síndrome respiratorio de Oriente 

Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio agudo severo y el que provoca 

el COVID-19. 

IV. Que en razón de lo anterior, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha

activado diversos protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria

internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo

de impacto en la población que reside en Costa Rica.

V. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han

aumentado los casos debidamente confirmados.

VI. Que el 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la

situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a

pandemia internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala

nacional e internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces

para hacer frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que

concurren constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de

enorme magnitud tanto por el muy elevado número de personas afectadas

como por el extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de

2020, se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la

República de Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por

la enfermedad COVID-19.

VIII. Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se

trata de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento,

traslado y permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho

derecho fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de

movilizarse en un medio de transporte particular. El núcleo duro de dicho

derecho radica en garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse

libremente en el territorio nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la

opción de aplicar medidas de restricción temporal para la conducción de un

vehículo automotor durante un horario determinado sin que ello constituya un

quebranto o amenaza a la libertad de tránsito.



IX. Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012,

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las

vías públicas terrestres de Costa Rica.

X. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad

Vial, estipula que “(…)“El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la

circulación vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés

público, regional o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se

establezca reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a

través de la Ley número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de

Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el

artículo 95 bis, el cual consigna que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en

todas las vías públicas nacionales o cantonales del territorio nacional,

restricciones a la circulación vehicular por razones de emergencia nacional

decretada previamente. La restricción de circulación vehicular se señalará vía

decreto ejecutivo, indicando las áreas o zonas, días u horas y las excepciones en

las cuales se aplicará. (…)”.

XI. Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico

dispone como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la

Administración Pública y las personas administradas para el mejoramiento y

fortalecimiento de la función pública. En el presente caso, la restricción

vehicular es una acción derivada de ese régimen para atender y proteger un

bien jurídico preponderante como lo es la salud pública y con ello, el bienestar

general, bajo criterios objetivos, razonables y proporcionales.

XII. Que ante la situación epidemiológica actual por el COVID-19, en el territorio

nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a mantener los

esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas de

prevención por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características

del virus resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también

en personas sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento

en el avance del brote por COVID-19, provocando una eventual saturación de

los servicios de salud y la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas

personas que enfermen gravemente.



XIII. Que como parte de los elementos analizados en el contexto vigente del estado

de emergencia nacional, se encuentra innegablemente el factor de riesgo a una

mayor exposición al COVID-19 que enfrentan ciertas regiones del país debido a

su ubicación geográfica. Determinados cantones del territorio nacional son más

vulnerables a la propagación del COVID-19 con ocasión de su proximidad o

vínculo de conexión terrestre con las fronteras, particularmente en relación con

la frontera norte del país. Pese a los vastos esfuerzos de las autoridades

competentes para ejercer los controles migratorios, existen algunos puntos en

la línea limítrofe referida –principalmente, por razones geológicas- que influyen

en el ingreso ilegal de las personas extranjeras al país. Tal hecho implica que

estas personas migrantes se movilicen hacia puntos específicos de la zona norte

vía terrestre y dado que su ingreso no se realiza con el requerido control o

siguiendo las medidas sanitarias en materia migratoria, surge un grado elevado

de riesgo de exposición y propagación en dichas regiones. De ahí que sea

necesario adaptar la medida de restricción vehicular nocturna con mayor

rigurosidad en las zonas requeridas para mitigar del avance del COVID-19 y así,

proteger la salud de la población.

XIV. Que sin demérito de la medida adoptada por medio del Decreto Ejecutivo

número 42382-MOPT-S del 2 de junio de 2020, el Poder Ejecutivo estima

pertinente retirar de la lista de cantones con restricción vehicular nocturna

diferencia el cantón de Río Cuarto. A través del análisis constante y el respectivo

seguimiento que se efectúan en estas zonas que son focos de atención, el Poder

Ejecutivo debe ajustar dichas acciones según la evolución correspondiente. En

este caso, bajo la debida revisión de la situación que presenta actualmente el

cantón de Río Cuarto y se ha determinado la pertinencia de su retiro de la lista

en mención. Por ello, corresponde ajustar la medida citada de acuerdo con los

elementos objetivos que motivaron su emisión, dado que ha variado la situación

original, sin que ello represente una afectación a las demás acciones para

mitigar la presencia del COVID-19 en tales regiones del país.

Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42382-MOPT-S DEL 2 DE JUNIO DE 2020, 

DENOMINADO RESTRICCIÓN VEHICULAR NOCTURNA CON FRANJA HORARIA 

DIFERENCIADA EN DETERMINADOS CANTONES DEL PAÍS ANTE EL ESTADO DE 

EMERGENCIA NACIONAL POR EL COVID-19 

ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

La presente modificación a la medida de restricción vehicular nocturna con franja 

horaria diferenciada para determinados cantones del país, se realiza con el objetivo de 

actualizar las acciones para mitigar la propagación y el daño a la salud pública ante los 



efectos del COVID-19. Asimismo, esta medida se adopta como parte del estado de 

emergencia nacional declarado mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 

16 de marzo de 2020 y en procura del bienestar de todas las personas que habitan en 

los cantones determinados, así como en el territorio costarricense. 

ARTÍCULO 2°.- Reforma al articulo 2°. 

Refórmese el artículo 2° del Decreto Ejecutivo número 42382-MOPT-S del 2 de junio 

de 2020, para que se elimine el inciso f), correspondiente al cantón de Río Cuarto, y se 

ajuste la númeración de los restantes incisos, de tal forma que en adelante se lea de la 

siguiente manera: 

“ARTÍCULO 2°.-Obligatoriedad. El presente Decreto Ejecutivo es de aplicación 

obligatoria para todas las personas físicas o jurídicas propietarias de vehículos 

automotores y para las personas conductoras de los mismos, en cuanto a su uso 

y circulación en los términos establecidos en el artículo 3° de este Decreto 

Ejecutivo, para los siguientes cantones: 

(…) 

f) San Carlos, específicamente los distritos de Aguas

Zarcas, Cutris, Pital, Pocosol, Venecia y La Fortuna, en este último distrito

únicamente en las comunidades de Tres Esquinas, Los Ángeles,  Sonafluca, La

Perla, San Isidro, El Tanque, San Jorge y Santa Cecilia.

g) Sarapiquí, específicamente los distritos de Llanuras del Gaspar y Curuña.

h) Siquirres, específicamente los distritos de Pacuarito y Reventazón.

i) Upala.

j) San Ramón, específicamente el distrito de Peñas Blancas.

k) Puntarenas, específicamente el distrito de Paquera.

l) Alajuelita.

m) Desamparados,  específicamente los distritos de Desamparados

Centro, Patarrá, Los Guido, San Miguel, San Rafael Abajo, San Rafael Arriba y

San Juan de Dios.

n) San José, específicamente el distrito de Pavas.

o) Corredores.

p) Guatuso, específicamente el distrito de San Rafael.

q) Coto Brus, específicamente el distrito de Sabalito y Agua Buena.

(…)” 



ARTÍCULO 3°.- Reforma a los Transitorios I y II para la ampliación temporal. 

Refórmense los Transitorios I y II del Decreto Ejecutivo número 42382-MOPT-S del 2 

de junio de 2020, para que en adelante se lea de la siguiente manera: 

“TRANSITORIO I.- Durante el período comprendido del lunes 13 de julio al 
viernes 17 de julio de 2020, inclusive, se suspenderá temporalmente la 
aplicación de la restricción vehicular nocturna con franja horaria diferenciada 
establecida en el presente Decreto Ejecutivo únicamente para los incisos j), k), l), 
m) y n) del artículo 2.

TRANSITORIO II.- Durante el período comprendido de las 19:00 horas del lunes 
13 de julio a las 04:59 horas del 20 de julio de 2020, inclusive, para las rutas 

establecidas en el párrafo final del artículo 2° del presente Decreto Ejecutivo, 
únicamente se contemplarán como exceptuadas las rutas 1 (Ruta 
Interamericana Norte), 6 (Cañas-Upala), 142 (Cañas-Tilarán-La Fortuna), 702 
(San Ramón - La Fortuna), 32 (Braulio Carrillo).”

ARTÍCULO 4°.- Adición del Transitorio III. 

Adiciónese el Transitorio III al Decreto Ejecutivo número 42382-MOPT-S del 2 de junio 

de 2020, para que se consigne lo siguiente: 

“TRANSITORIO III.- Durante los días sábado 11 de julio, domingo 12 de julio, 

sábado 18 y domingo 19 de 2020, inclusive, la regulación horaria de la 

restricción vehicular diurna establecida en el artículo 3° del presente Decreto 

Ejecutivo será en el período comprendido entre las 05:00 horas y las 16:59 

horas, en los términos establecidos por dicho artículo. Para los efectos 

correspondientes, los demás artículos del presente Decreto Ejecutivo deberán 

aplicarse bajo la franja horaria temporal comprendida entre las 05:00 horas y 

las 16:59 horas, durante las fechas establecidas en este transitorio 

ARTÍCULO 4°.- Vigencia. El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de su publicación 

en el Diario Oficial La Gaceta. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los diez días del mes de julio de dos 

mil veinte. 

      CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza 
y  el Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez Mata.—1 vez.—
Exonerado.—( D42457 - IN2020470457 ). 



MS-DM-GA-3403-2020 
San José, 08 de julio de 2020 

Señores (as) 
Directores del Nivel Central 
Directores del Nivel Regional 
Directores del Nivel Local 
Ministerio de Salud 

ASUNTO: DIRECTRIZ AUTORIZACION DE NO ATENCIÓN PRESENCIAL AL PÚBLICO EN LAS UNIDADES 
ORGANIZATIVAS DE LA INSTITUCION UBICADAS EN ZONAS DECLARADAS EN ESTADO DE ALERTA 

NARANJA  POR EL SARS-CoV-2. 

Estimados (as) señores (as): 

En razón del estado de emergencia nacional dado mediante el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de 
marzo de 2020, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, y al estado 
de necesidad y urgencia ocasionado por dicho virus, dada su magnitud como pandemia y sus consecuencias 
en la salud; y en observancia de las disposiciones de los artículos 21, 50, 140 incisos 6), 8) y 20) y 146 de la 
Constitución Política; 25, 28, párrafo 2) inciso a) de la Ley N° 6227 “Ley General de la Administración Pública”; 
1, 2, 4, 7, 147, 148, 169, 337, 338, 338 bis, 340, 341 de la Ley N° 5395 del 30 de octubre de 1973 “Ley General de 
Salud”; 2 incisos b) y c), 6 y 57 de la Ley N° 5412 “Ley Orgánica del Ministerio de Salud”; y considerando: 

Que los ordinales 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos fundamentales a la vida y salud de 
las personas, así como el bienestar de la población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público 
que el Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de toda 
amenaza o peligro.  

Que en concordancia con la normativa supra citada, la Ley N°8488 “Ley Nacional de Emergencias y 
Prevención del Riesgo”, en su ordinal 30 contempla la fase de respuesta como aquella etapa operativa 
dentro de la cual es posible “medidas urgentes de primer impacto orientadas a salvaguardar la vida, la 
infraestructura de los servicios públicos vitales, la producción de bienes y servicios vitales, la propiedad y el 
ambiente (…)”. Así también, dicha fase abarca “(…) la adopción de medidas especiales u obras de 
mitigación debidamente justificadas para proteger a la población (…)”.  

Que la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias (CNE) dio la declaratoria de 
estado de alerta naranja en algunas zonas del país ante los efectos del SARS-CoV-2, con el fin de mitigar el 
riesgo o daño a la salud pública y en procura del bienestar de todas las personas que radiquen en el territorio 
costarricense de manera habitual. 

DIRECTRIZ



Siendo que este Ministerio es competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo 
o daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, y considerando que la situación sanitaria
de emergencia provocada por la COVID -19 no ha mermado su incidencia en el país y continúan aumentando
los casos de contagio; se hace necesario y oportuno disponer como medida especial temporal la no atención
presencial al público en las oficinas del Nivel Central, Nivel Regional y Nivel Local ubicadas en las zonas en
que se declara el estado de alerta naranja por la COVID-19; ello con el fin de proteger la salud de los
funcionarios que laboran ahí y evitar así la interacción del personal con el público en general (atención al
usuario externo), donde no se pueda respetar la distancia de 1,8 metros, o no se cuente con una separación
física (como pantalla acrílica o una vitrina).

Para tal efecto, y dentro del contexto epidemiológico actual, es primordial resguardar la salud de nuestros 
colaboradores, por ello, dispone este Despacho Ministerial la suspensión temporal de la atención presencial 
al público en las dependencias de los tres niveles de gestión institucional, ubicadas en los cantones, 
distritos y poblados de riesgo, y declarados por ello, en estado de alerta naranja por la COVID-19, por la 
Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias (CNE). Debido a lo anterior, no se 
recibirá de forma física documentos ni trámites, estos deberán realizarse a través de medios 
electrónicos/digitales empleando el correo institucional de cada Unidad administrativa, en los casos en que 
el administrado no tenga acceso a medios digitales, se dará cita vía telefónica para recibirle los documentos 
que requiera presentar.  

Insto a los Directores de los tres niveles de gestión institucional, para que determinen las oficinas que por 
encontrarse dentro de las zonas declaradas en estado de alerta naranja por la COVID-19, deben suspender 
temporalmente la atención presencial al público, y así, procurar el óptimo abordaje de la situación acarreada 
por esta enfermedad, brindar los servicios y la atención oportuna al administrado.  

Comuníquese la presente Directriz, para que la misma sea de obligado e inmediato acatamiento, en el 
entendido de que el incumplimiento de lo aquí dispuesto genera responsabilidad administrativa.     

Daniel Salas Peraza, Ministro de Salud.—1 vez.—Exonerado.—( IN2020470357 ).



MS-DM-6105-2020.—MINISTERIO DE SALUD.—San José a las quince horas treinta
minutos del diez de julio de dos mil veinte.  

Se establecen disposiciones sanitarias dirigidas a las personas encargadas de 
establecimientos que cuenten con permisos sanitarios de funcionamiento, en aquellas 
zonas que están catalogadas como en Alerta Naranja, así decretada por la Comisión 
Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, con fundamento en las 
atribuciones que les confieren los artículos 21, 50, 140 incisos 6), 8) y 20) y 146 de la 
Constitución Política; 25, 28, párrafo 2) incisos a) e i) de la Ley No. 6227 del 02 de mayo de 
1978 “Ley General de la Administración Pública”; 1, 2, 4, 7, 147, 148, 149, 161, 162, 163, 
164, 166, 168, 169, 337, 338, 338 bis, 340, 341, 348, 378 de la Ley No. 5395 del 30 de 
octubre de 1973 “Ley General de Salud”; 2 y 6 de la Ley No. 5412 del 08 de noviembre de 
1973 “Ley Orgánica del Ministerio de Salud”; 3 y 30 de la Ley No. 8488 del 22 de 
noviembre de 2005, “Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo”; el Decreto 
Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020; y, 

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos
fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la
población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado
está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de
toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de
Salud, Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973 y los numerales 2 inciso b) y c)
y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de
noviembre de 1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de
la vida y la salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de
Salud. Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por
el Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la
salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre
cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que, con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad
competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así como para
inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas
normas legales que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia
de salud consagran la potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta para
dictar todas las medidas técnicas que sean necesarias para enfrentar y resolver los
estados de emergencia sanitarios.

IV. Que es función esencial del Estado velar por la salud de la población, debido a ser
esta un bien jurídico tutelado, correspondiéndole al Poder Ejecutivo por medio del
Ministerio de Salud, la definición de la política nacional de salud, la formación,

RESOLUCIONES
MINISTERIO DE SALUD



planificación y coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a 
salud, así como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la 
ley. Por las funciones encomendadas al Ministerio de Salud y sus potestades 
policiales en materia de salud pública, debe efectuar la vigilancia y evaluar la 
situación de salud de la población cuando esté en riesgo. Ello implica la facultad 
para obligar a las personas a acatar disposiciones normativas que emita para 
mantener el bienestar común de la población y la preservación del orden público 
en materia de salubridad.  

V. Que, de forma particular, es necesario destacar que el ordinal 147 de la Ley
General de Salud, dispone que “Toda persona deberá cumplir con las disposiciones
legales o reglamentarias y las prácticas destinadas a prevenir la aparición y
propagación de enfermedades transmisibles. Queda especialmente obligada a
cumplir: (…) b) Las medidas preventivas que la autoridad de salud ordene cuando
se presente una enfermedad en forma esporádica, endémica o epidémica. c) Las
medidas preventivas que la autoridad sanitaria ordene a fin de ubicar y controlar
focos infecciosos, vehículos de transmisión, huéspedes y vectores de enfermedades
contagiosas o para proceder a la destrucción de tales focos y vectores, según
proceda”. Es así como se establece un tipo de deber al cual están sujetas las
personas para evitar acciones o actividades que afecten la salud de terceros,
específicamente las obligaciones ante la necesidad de control nacional o
internacional de enfermedades transmisibles.

VI. Que para el cumplimiento de los deberes que el ordenamiento jurídico le confiere
al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud como autoridad rectora, está la
facultad de adoptar medidas extraordinarias o especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o bien, impedir que tales factores de afectación se
compliquen o se propaguen, de tal suerte que inhiba las acciones que propicien
esa incidencia en la salud de la población, según los ordinales 340 y 341 de la Ley
General de Salud. Debido a la situación de emergencia sanitaria, la cual se
desarrollará más adelante, esta facultad para emitir medidas especiales encuentra
asidero jurídico también en el artículo 367 de la Ley citada, que concede a dicha
autoridad rectora la potestad de fijar acciones extraordinarias para evitar la
propagación de la epidemia.

VII. Que, en concordancia con el artículo supra citado, la Ley Nacional de Emergencias
y Prevención del Riesgo en su ordinal 30 contempla la fase de respuesta como
aquella etapa operativa dentro de la cual es posible “medidas urgentes de primer
impacto orientadas a salvaguardar la vida, la infraestructura de los servicios
públicos vitales, la producción de bienes y servicios vitales, la propiedad y el
ambiente (…)”. Así también, dicha fase abarca “(…) la adopción de medidas
especiales u obras de mitigación debidamente justificadas para proteger a la
población (…)”. Como se expondrá en el considerando XII, el territorio
costarricense se encuentra en estado de emergencia nacional contemplando para
ello, las tres fases respectivas para el abordaje de dicha emergencia. Dado que, en
el momento de emitir la presente medida, la situación sanitaria de emergencia no
ha mermado su incidencia en el país y continúan aumentando los casos de
contagio, se hace imperioso redoblar las medidas de protección de la salud de las
personas en los espacios de interacción pública.



VIII. Que, para comprender el espíritu y objetivo de la presente resolución
administrativa, resulta necesario tener presente la integralidad de los principios
que acompañan la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo, ya que
tales reglas deben ser observadas en la aplicación de esta resolución, sea la
adopción de una medida especial y urgente para resguardar la vida y salud de las
personas. En ese sentido, se debe explicar que Costa Rica está frente a un estado
de necesidad y urgencia, así declarada la emergencia en todo el territorio nacional
debido al COVID-19. Frente a esa situación de peligro, el Poder Ejecutivo está en la
obligación de disminuir los factores de riesgo y vulnerabilidad de la población, a
través de las medidas de prevención y mitigación para proteger la vida de las
personas, para ello aplican la valoración de razonabilidad y proporcionalidad,
conforme con el fin que se persigue, sea en este caso el resguardo de la salud
pública por los efectos del COVID-19.

IX. Que, desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos
de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por brote de un nuevo
coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30
de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan
de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha provocado
fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son una amplia
familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el resfriado común
hasta enfermedades más graves, como ocurre con el coronavirus causante del
síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio
agudo severo y el que provoca el COVID-19.

X. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa
Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de
Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han
aumentado los casos debidamente confirmados.

XI. Que el 11 de marzo del 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la
situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia
internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e
internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer
frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren
constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud
tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el
extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

XII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,
se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de
Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad
COVID-19, debido al estado de necesidad y urgencia ocasionado por dicho virus,
dada su magnitud como pandemia y sus consecuencias en el territorio nacional.
Además, corresponde a una situación de la condición humana y de carácter
anormal y para los efectos correspondientes de la declaratoria de emergencia



nacional, se tienen comprendidas dentro de dicha declaratoria de emergencia las 3 
fases establecidas por el artículo 30 de la Ley Nacional de Emergencias y 
Prevención del Riesgo. 

XIII. Que, en el abordaje de la pandemia, el Poder Ejecutivo ha tenido la prioridad de
adoptar acciones con enfoque de derechos humanos, para garantizar no solo la
salud de la población, la protección de su vida, la integridad personal, sino también
la igualdad, la no discriminación, el enfoque de género, la diversidad y la
intersectorialidad de la población.

XIV. Que la emergencia nacional enfrentada por el COVID-19 posee un comportamiento
y características más complejas y peligrosas, lo cual conlleva un aumento en la
amenaza como factor de riesgo, debido a la dificultad para su control. Ante ese
escenario, el Estado tiene el deber de blindar la vulnerabilidad de la población ante
esta situación sanitaria, a través de acciones que permitan disminuir la exposición
a dicha amenaza, sea el contagio y propagación del COVID-19. Es así que, con
fundamento en el artículo 30 de la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del
Riesgo en unión con los artículos 147, 340 y 341 de la Ley General de Salud,
relacionado con el deber de las personas de cumplir las medidas sanitarias
dictadas en caso de epidemia, se emite la presente resolución administrativa, con
el objetivo de prevenir y mitigar la propagación del COVID-19 en el territorio
nacional y con la finalidad de resguardar la salud de las personas y su bienestar
común –bajo los artículos 21 y 50 constitucionales-, estableciendo la
obligatoriedad de estas medidas de restricción en los establecimientos que
cuenten con permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público
localizados en las zonas decretadas en Alerta Naranja por la Comisión Nacional de
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias.

XV. Que, en el contexto epidemiológico actual, con un aumento pronunciado de los
casos y ante el contagio comunitario que de forma precautoria fue declarado así
por esta cartera ministerial, es primordial resguardar la salud de la población y
evitar la saturación de los servicios de salud, en especial las unidades de cuidados
intensivos a causa de esta enfermedad. Por ello, el Poder Ejecutivo toma acciones
específicas para disminuir el aumento en la propagación del COVID-19 y así,
procurar el óptimo abordaje de la situación acarreada por esta enfermedad y
evitar una eventual saturación de los servicios de salud que haga imposible la
atención oportuna de aquellas personas que enfermen gravemente.

XVI. Que los establecimientos comerciales constituyen sitios donde acuden personas
que requieren adquirir bienes y/o servicios, lo que constituye un riesgo para su
salud y la de las personas trabajadoras de dichos establecimientos ante la
posibilidad de contagio por el virus.

XVII. Que el artículo 364 de la Ley General de Salud establece: “La cancelación o
suspensión de permisos consiste en revocatoria definitiva o temporal de la
autorización de instalación o funcionamiento de un establecimiento o de una
actividad para la cual fue otorgada o inhibiendo el uso y la exhibición del
documento que la acredite.”



XVIII. Que, como parte de los elementos analizados en el contexto vigente del estado de
emergencia nacional, se encuentra innegablemente el factor de riesgo a una
mayor exposición al COVID-19 que enfrentan ciertas regiones del país debido a su
ubicación geográfica. Determinados cantones del territorio nacional son más
vulnerables a la propagación del COVID-19. De ahí que sea necesario tomar
medidas estrictas con mayor rigurosidad en las zonas requeridas para mitigar el
avance del COVID-19 y así, proteger la salud de la población.

XIX. Que, aunado a lo anterior, el Poder Ejecutivo ha detectado el surgimiento
alarmante de nuevos focos de contagio importantes en el país, los cuales deben
ser atendidos mediante acciones que permitan controlar esta situación de
propagación epidemiológica particular, de ahí que resulte urgente establecer una
lista de cantones, distritos y poblados que ameritan una restricción mayor en
aquellos establecimientos que cuenten con un Permiso Sanitario de
Funcionamiento debido a esta problemática emergente, con el objetivo de que las
personas acaten la medida reiterada por el Poder Ejecutivo de permanecer
responsablemente en el sitio de habitación para evitar la exposición y la
transmisión del COVID-19.

XIV. Que se hace necesario y oportuno, emitir las presentes medidas de carácter
sanitario con el objetivo de regular el funcionamiento de los establecimientos
comerciales que atienden al público en los cantones, distritos y poblados de riesgo
decretados en Alerta Naranja por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y
Atención de Emergencias.

Por tanto, 

EL MINISTRO DE SALUD 

RESUELVE 

PRIMERO: Las presentes medidas sanitarias se emiten con el objetivo de prevenir y 
mitigar el riesgo o daño a la salud pública y atender el estado de emergencia nacional 
dado mediante el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y en 
procura del bienestar de todas las personas que radiquen en el territorio costarricense de 
manera habitual ante los efectos del COVID-19.  

SEGUNDO: Se resuelve ordenar el cierre temporal de todos los establecimientos con 
permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público y aquellos que no 
brinden atención al público también, en los cantones, distritos y poblados de riesgo 
decretados en Alerta Naranja por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y 
Atención de Emergencias, el lunes 13, martes 14, miércoles 15, jueves 16 y viernes 17, 
durante las 24 horas del día, de manera total.  



I. Lugares decretados en Alerta Naranja:

Provincia Cantones 

San José • GAM: San José, Escazú, Desamparados, Aserrí, Mora,
Goicoechea, Santa Ana, Alajuelita, Vásquez de Coronado, Tibás,
Moravia, Montes de Oca y Curridabat.

• Fuera de GAM: Puriscal

Alajuela • GAM: Alajuela, Poás, Atenas, Grecia, Sarchí, Palmares, Naranjo,
San Ramón y Zarcero.

• Fuera de GAM: Upala, Guatuso, Los Chiles, Sector Sureste del
Distrito de la Fortuna de San Carlos (Tres Esquinas, Los Ángeles,
Sonafluca, La Perla, San Isidro, El Tanque, San Jorge, Santa
Cecilia); y La Vega y Bonanza del distrito de Florencia del Cantón
San Carlos.

Cartago • GAM: Cartago, Paraíso, La Unión, Alvarado, Oreamuno y El
Guarco.

Heredia • GAM: Heredia, Barva, Santo Domingo, Santa Bárbara, San
Rafael, San Isidro, Belén, Flores y San Pablo.

Guanacaste: • Bagaces, Liberia, Carrillo y Cañas.

Limón • Pococí, Talamanca y Guácimo.

Puntarenas • Golfito, Garabito, Corredores y Puntarenas (salvo los distritos de
Cobano, Lepanto, Monteverde, Isla Chira, Isla Caballo, Isla San
Lucas, Isla del Coco e Isla Venado).

II. Se exceptúan de la segunda disposición:

1. Actividades productivas esenciales (Agricultura, pesca e industria alimentaria,
industria del cemento y vidrio, dispositivos médicos y sus partes, producción de
sustancias químicas y productos farmacéuticos, los servicios de tecnología de la
información y de las comunicaciones y las operaciones de centros de contacto
que apoyan las actividades esenciales dentro y fuera del país (call center)). Lo
anterior incluye las cadenas de suministros de materiales, servicios, productos
y equipos indispensables para dichas actividades.

2. Almacenes fiscales, empresas autorizadas por el Ministerio de Salud para la
recepción y despacho de carga según resolución Nº RES-DGA-272-2020
siempre que se trate de empresas que realicen una actividad productiva
esencial, agencias aduanales, instituciones públicas y demás operadores
logísticos requeridos para las operaciones de comercio exterior.

3. Supermercados, abastecedores, pulperías y minisúper, solo lo correspondiente
a la sección de venta de alimentos, bebidas, abarrotes, suministros de limpieza
e higiene, y necesidades básicas.



4. Panaderías, carnicerías y verdulerías.
5. Farmacias y centros médicos.
6. Las instituciones que por la naturaleza de sus funciones deben permanecer

abiertas como los servicios de migración, aduanas, fitosanitario del Estado,
puestos fronterizos terrestres, marítimos y aéreos, entre otros.

7. Servicio a domicilio (exclusivo para alimentación, farmacia, veterinaria,
ferretería y cerrajería).

8. Suministros agropecuarios, veterinarios y de higiene.
9. Funerarias y/o capillas de velación, con una capacidad de ocupación al

cincuenta por ciento (50%).
10. Centros de la red de cuido y desarrollo infantil y Centros de atención de

personas en condición de vulnerabilidad y dependencia, públicos y privados.
11. Servicios comunitarios de recolección de residuos.
12. Suministro y abastecimiento de combustibles.
13. Estacionamientos o parqueos públicos.
14. Alquiler de vehículos “rent a car” únicamente para efectos de brindar servicios

de asistencia a los vehículos ya alquilados, así como la recepción de todos los
vehículos que sean devueltos.

15. Hoteles que brinden hospedaje a:
a) Turistas extranjeros que ya se encuentren en el país.
b) Tripulaciones de vuelos o casos de servicios especiales.
c) Turistas de largas estadías o que residan en el hotel.
d) Brinden servicios de alojamiento a funcionarios de la Administración

Pública o a prestadores de servicios públicos (banca, transporte de
valores, comunicaciones, electricidad), o, se trate de personas que
están laborando en el servicio de distribución de mercancías o artículos
alimentarios y de primera necesidad, medicamentos, insumos agrícolas
o veterinarios.

e) Brinden servicios a embajadas.
16. Ferias del agricultor, con franja diferenciada para adultos mayores de las 5:00

horas a las 8:30 horas.
17. Actividades y proyectos de construcción de obra pública exclusivamente para

la atención de emergencias en general o trabajos relacionados con la
emergencia por COVID-19.

TERCERO: Se resuelve ordenar el cierre temporal de todos los establecimientos con 
permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público y aquellos que no 
brinden atención al público también, en los cantones, distritos y poblados de riesgo 
decretados en Alerta Naranja por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y 
Atención de Emergencias, los sábados 11 y 18, y domingos 12 y 19 de julio de 2020, de 
manera total durante las 24 horas.  



I. Se exceptúan de la tercera disposición:

1. Los servicios a domicilio.
2. Las instituciones que por la naturaleza de sus funciones deben permanecer

abiertas como los servicios de migración, aduanas, fitosanitario del Estado, puestos
fronterizos terrestres, marítimos y aéreos, entre otros.

3. Los establecimientos de salud públicos y privados (clínicas, farmacias, hospitales,
laboratorios, consultorios, servicios de radiodiagnósticos, servicios de
emergencias, ópticas, macrobióticas, entre otros), clínicas veterinarias y
droguerías.

4. Servicios comunitarios de recolección de residuos.
5. Supermercados, abastecedores, pulperías y minisúper, con una capacidad de

ocupación al cincuenta por ciento (50%), y podrán operar solo lo correspondiente
a la sección de venta de alimentos, bebidas, abarrotes, suministros de limpieza e
higiene, y necesidades básicas.

6. Panaderías, carnicerías y verdulerías, con una capacidad de ocupación al cincuenta
por ciento (50%).

7. Ferias del agricultor, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento
(50%), con estrictos protocolos y una franja diferenciada para adultos mayores de
las 5:00 horas a las 8:30 horas.

8. Establecimientos de venta de insumos agropecuarios, veterinarios y alimentos para
animales, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).

9. Establecimientos públicos y privados donde exista comercialización de productos
agrícolas, pecuarios, pesca y acuicultura, tales como mercados, con una capacidad
de ocupación al cincuenta por ciento (50%).

10. Ferreterías, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).
11. Cerrajerías, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).
12. Vidrieras, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).
13. Revisión Técnica Vehicular (RTV), con una capacidad de ocupación al cincuenta por

ciento (50%).
14. Reparación de vehículos, motores, motocicletas, llantas, ciclos y talleres de

bicicletas, equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e industriales, con una
capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).

15. Servicio de cambio de aceite a vehículos (Lubricentros), con una capacidad de
ocupación al cincuenta por ciento (50%).

16. Venta de repuestos, partes, piezas y accesorios para vehículos, motores, bicicletas,
equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e industriales, con una capacidad de
ocupación al cincuenta por ciento (50%).

17. Suministro y abastecimiento de combustibles.
18. Alquiler de vehículos “rent a car” únicamente para efectos de brindar servicios de

asistencia a los vehículos ya alquilados, así como la recepción de todos los
vehículos que sean devueltos.

19. Establecimientos de suministros de higiene, con una capacidad de ocupación al
cincuenta por ciento (50%).



20. Lavanderías, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).
21. Servicios bancarios y financieros públicos o privados, con una capacidad de

ocupación al cincuenta por ciento (50%).
22. La venta de loterías y productos de azar debidamente autorizados por la Junta de

Protección Social.
23. Funerarias y/o capillas de velación, con una capacidad de ocupación al cincuenta

por ciento (50%).
24. Guarderías públicas, privadas o mixtas tuteladas por el CAI o el MEP.
25. Centros de atención de personas en condición de vulnerabilidad.
26. Hoteles, cabinas o establecimientos de alojamiento, con una capacidad de

ocupación al cincuenta por ciento (50%).
27. Playas y lagos de lunes a domingo de las 5:00 horas a las 09:30 horas, con medidas

de distanciamiento de 1.8 metros respetando las burbujas sociales.
28. Actividades de alojamiento para estancia corta (moteles).
29. Estacionamientos o parqueos públicos.
30. Todos aquellos otros establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento

que no brinden atención al público presencial.

CUARTO: Para calcular el aforo a un 50% de la capacidad máxima del establecimiento, se 
hará de conformidad con los siguientes parámetros: 

1. De conformidad con la capacidad máxima establecida en la solicitud del permiso
sanitario de funcionamiento. Dicha capacidad máxima incluye trabajadores y
ocupantes.
2. Debe garantizar guardar un espacio de 1.8 metros entre cada persona dentro del
establecimiento y en las aceras previo a su ingreso.
3. En caso de que los usuarios del servicio deban esperar a ser ingresados al local,
deben ser organizados en filas en las que se aplique la distancia de seguridad
recomendada.
4. Respecto a los espacios de no acceso al público, deberá aplicarse lo establecido en
los “Lineamientos generales para propietarios y administradores de Centros de
Trabajo por Coronavirus (COVID-19)”.
5. Además de lo señalado respecto al aforo, los establecimientos deben garantizar el
cumplimiento de los lineamientos generales según el tipo de atención que brindan.

QUINTO: Todos los establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento 
exceptuados en esta resolución deberán garantizar la aplicación estricta de los 
lineamientos del Ministerio de Salud para evitar la propagación del COVID-19, así como 
cumplir con el aforo al 50% de su capacidad máxima.  

SEXTO: Se instruye a las autoridades de salud, tanto del Ministerio de Salud como de los 
Cuerpos Policiales e Inspectores Municipales del país, cuya condición les ha sido delegada, 
para que giren Orden Sanitaria a aquellos establecimientos que incumplan con la presente 



disposición, ordenando la clausura inmediata de dichos establecimientos y la tramitación 
del cobro de las multas resultantes según corresponda. 

SEXTO. Déjese sin efecto la resolución No. MS-DM-6007-2020 de las quince horas 
cuarenta minutos del dos de julio de dos mil veinte.  

SÉTIMO. La presente resolución rige a partir del 11 de julio de 2020 y hasta el 19 de julio 
de 2020.  

COMUNÍQUESE: 

Dr. Daniel Salas Peraza, Ministro de Salud.—1 vez.—Exonerado.—( IN2020470454 ).



MS-DM-6108-2020.—MINISTERIO DE SALUD.—San José a las dieciséis horas treinta
minutos del diez de julio de dos mil veinte.  

Se establecen disposiciones sanitarias dirigidas a las personas encargadas de 
establecimientos que cuenten con permisos sanitarios de funcionamiento que atienden al 
público, con fundamento en las atribuciones que les confieren los artículos 21, 50, 140 
incisos 6), 8) y 20) y 146 de la Constitución Política; 25, 28, párrafo 2) incisos a) e i) de la Ley 
No. 6227 del 02 de mayo de 1978 “Ley General de la Administración Pública”; 1, 2, 4, 7, 147, 
148, 149, 161, 162, 163, 164, 166, 168, 169, 337, 338, 338 bis, 340, 341, 348, 378 de la Ley 
No. 5395 del 30 de octubre de 1973 “Ley General de Salud”; 2 y 6 de la Ley No. 5412 del 08 
de noviembre de 1973 “Ley Orgánica del Ministerio de Salud”; 3 y 30 de la Ley No. 8488 del 
22 de noviembre de 2005, “Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo”; el 
Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020; y, 

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos
fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la
población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado
está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de
toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de Salud,
Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973 y los numerales 2 inciso b) y c) y 57 de
la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de
1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la salud
pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud. Asimismo, la
salud de la población es un bien de interés público tutelado por el Estado, y que las
leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la salud son de orden
público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre cualesquiera otras
disposiciones de igual validez formal.

III. Que, con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad
competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así como para
inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas
normas legales que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia
de salud consagran la potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta para
dictar todas las medidas técnicas que sean necesarias para enfrentar y resolver los
estados de emergencia sanitarios.

IV. Que es función esencial del Estado velar por la salud de la población, debido a ser
esta un bien jurídico tutelado, correspondiéndole al Poder Ejecutivo por medio del
Ministerio de Salud, la definición de la política nacional de salud, la formación,
planificación y coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a
salud, así como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la
ley. Por las funciones encomendadas al Ministerio de Salud y sus potestades



policiales en materia de salud pública, debe efectuar la vigilancia y evaluar la 
situación de salud de la población cuando esté en riesgo. Ello implica la facultad para 
obligar a las personas a acatar disposiciones normativas que emita para mantener 
el bienestar común de la población y la preservación del orden público en materia 
de salubridad.  

V. Que, de forma particular, es necesario destacar que el ordinal 147 de la Ley General
de Salud, dispone que “Toda persona deberá cumplir con las disposiciones legales o
reglamentarias y las prácticas destinadas a prevenir la aparición y propagación de
enfermedades transmisibles.  Queda especialmente obligada a cumplir: (…) b) Las
medidas preventivas que la autoridad de salud ordene cuando se presente una
enfermedad en forma esporádica, endémica o epidémica. c) Las medidas preventivas
que la autoridad sanitaria ordene a fin de ubicar y controlar focos infecciosos,
vehículos de transmisión, huéspedes y vectores de enfermedades contagiosas o para
proceder a la destrucción de tales focos y vectores, según proceda”. Es así como se
establece un tipo de deber al cual están sujetas las personas para evitar acciones o
actividades que afecten la salud de terceros, específicamente las obligaciones ante
la necesidad de control nacional o internacional de enfermedades transmisibles.

VI. Que para el cumplimiento de los deberes que el ordenamiento jurídico le confiere
al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud como autoridad rectora, está la
facultad de adoptar medidas extraordinarias o especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o bien, impedir que tales factores de afectación se
compliquen o se propaguen, de tal suerte que inhiba las acciones que propicien esa
incidencia en la salud de la población, según los ordinales 340 y 341 de la Ley General
de Salud. Debido a la situación de emergencia sanitaria, la cual se desarrollará más
adelante, esta facultad para emitir medidas especiales encuentra asidero jurídico
también en el artículo 367 de la Ley citada, que concede a dicha autoridad rectora
la potestad de fijar acciones extraordinarias para evitar la propagación de la
epidemia.

VII. Que, en concordancia con el artículo supra citado, la Ley Nacional de Emergencias y
Prevención del Riesgo en su ordinal 30 contempla la fase de respuesta como aquella
etapa operativa dentro de la cual es posible “medidas urgentes de primer impacto
orientadas a salvaguardar la vida, la infraestructura de los servicios públicos vitales,
la producción de bienes y servicios vitales, la propiedad y el ambiente (…)”. Así
también, dicha fase abarca “(…) la adopción de medidas especiales u obras de
mitigación debidamente justificadas para proteger a la población (…)”. Como se
expondrá en el considerando XII, el territorio costarricense se encuentra en estado
de emergencia nacional contemplando para ello, las tres fases respectivas para el
abordaje de dicha emergencia. Dado que, en el momento de emitir la presente
medida, la situación sanitaria de emergencia no ha mermado su incidencia en el país
y continúan aumentando los casos de contagio, se hace imperioso redoblar las
medidas de protección de la salud de las personas en los espacios de interacción
pública.

VIII. Que, para comprender el espíritu y objetivo de la presente resolución
administrativa, resulta necesario tener presente la integralidad de los principios que



acompañan la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo, ya que tales 
reglas deben ser observadas en la aplicación de esta resolución, sea la adopción de 
una medida especial y urgente para resguardar la vida y salud de las personas. En 
ese sentido, se debe explicar que Costa Rica está frente a un estado de necesidad y 
urgencia, así declarada la emergencia en todo el territorio nacional debido al COVID-
19. Frente a esa situación de peligro, el Poder Ejecutivo está en la obligación de
disminuir los factores de riesgo y vulnerabilidad de la población, a través de las
medidas de prevención y mitigación para proteger la vida de las personas, para ello
aplican la valoración de razonabilidad y proporcionalidad, conforme con el fin que
se persigue, sea en este caso el resguardo de la salud pública por los efectos del
COVID-19.

IX. Que, desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos de
emergencia epidemiológica sanitaria internacional por brote de un nuevo
coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30 de
enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan de la
Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha provocado
fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son una amplia
familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el resfriado común
hasta enfermedades más graves, como ocurre con el coronavirus causante del
síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio
agudo severo y el que provoca el COVID-19.

X. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa
Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de Investigación
y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han aumentado los casos
debidamente confirmados.

XI. Que el 11 de marzo del 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la situación
de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia
internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e
internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer
frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren
constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud
tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el extraordinario
riesgo para su vida y sus derechos.

XII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,
se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de
Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad
COVID-19, debido al estado de necesidad y urgencia ocasionado por dicho virus,
dada su magnitud como pandemia y sus consecuencias en el territorio nacional.
Además, corresponde a una situación de la condición humana y de carácter anormal
y para los efectos correspondientes de la declaratoria de emergencia nacional, se
tienen comprendidas dentro de dicha declaratoria de emergencia las 3 fases
establecidas por el artículo 30 de la Ley de Nacional de Emergencias y Prevención
del Riesgo.



XIII. Que, en el abordaje de la pandemia, el Poder Ejecutivo ha tenido la prioridad de
adoptar acciones con enfoque de derechos humanos, para garantizar no solo la
salud de la población, la protección de su vida, la integridad personal, sino también
la igualdad, la no discriminación, el enfoque de género, la diversidad y la
intersectorialidad de la población.

XIV. Que la emergencia nacional enfrentada por el COVID-19 posee un comportamiento
y características más complejas y peligrosas, lo cual conlleva un aumento en la
amenaza como factor de riesgo, debido a la dificultad para su control. Ante ese
escenario, el Estado tiene el deber de blindar la vulnerabilidad de la población ante
esta situación sanitaria, a través de acciones que permitan disminuir la exposición a
dicha amenaza, sea el contagio y propagación del COVID-19. Es así que, con
fundamento en el artículo 30 de la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del
Riesgo en unión con los artículos 147, 340 y 341 de la Ley General de Salud,
relacionado con el deber de las personas de cumplir las medidas sanitarias dictadas
en caso de epidemia, se emite la presente resolución administrativa, con el objetivo
de prevenir y mitigar la propagación del COVID-19 en el territorio nacional y con la
finalidad de resguardar la salud de las personas y su bienestar común –bajo los
artículos 21 y 50 constitucionales-, estableciendo la obligatoriedad de estas medidas
de restricción en los establecimientos que cuenten con permiso sanitario de
funcionamiento que brinden atención al público.

XV. Que, en el contexto epidemiológico actual, con un aumento pronunciado de los
casos y ante el contagio comunitario que de forma precautoria fue declarado así por
esta cartera ministerial, es primordial resguardar la salud de la población y evitar la
saturación de los servicios de salud, en especial las unidades de cuidados intensivos
a causa de esta enfermedad. Por ello, el Poder Ejecutivo toma acciones específicas
para disminuir el aumento en la propagación del COVID-19 y así, procura el óptimo
abordaje de la situación acarreada por esta enfermedad y evitar una eventual
saturación de los servicios de salud que haga imposible la atención oportuna de
aquellas personas que enfermen gravemente.

XVI. Que los establecimientos comerciales constituyen sitios donde acuden personas que
requieren adquirir bienes y/o servicios, lo que constituye un riesgo para su salud y
la de las personas trabajadoras de dichos establecimientos ante la posibilidad de
contagio por el virus.

XVII. Que el artículo 364 de la Ley General de Salud establece: “La cancelación o
suspensión de permisos consiste en revocatoria definitiva o temporal de la
autorización de instalación o funcionamiento de un establecimiento o de una
actividad para la cual fue otorgada o inhibiendo el uso y la exhibición del documento
que la acredite.”

XIV. Que resulta un hecho notorio el incremento epidemiológico acelerado de los casos
por el COVID-19 en el país y con ello, la necesidad de que las personas acaten la
medida reiterada por el Poder Ejecutivo de permanecer responsablemente en el
sitio de habitación para evitar la exposición y la transmisión del COVID-19.



XV. Que se hace necesario y oportuno emitir las presentes medidas de carácter sanitario
con el objetivo de regular el funcionamiento de los establecimientos comerciales
que atienden al público.

Por tanto, 

EL MINISTRO DE SALUD 

RESUELVE 

PRIMERO: Las presentes medidas sanitarias se emiten con el objetivo de prevenir y mitigar 
el riesgo o daño a la salud pública y atender el estado de emergencia nacional dado 
mediante el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y en procura del 
bienestar de todas las personas que radiquen en el territorio costarricense de manera 
habitual ante los efectos del COVID-19.  

Se entiende por burbuja social el grupo de personas que conviven regularmente en el 
mismo hogar, en la mayoría de las ocasiones coincide con el núcleo familiar.   

SEGUNDO: Se resuelve ordenar el cierre temporal de todos los establecimientos con 
permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público de lunes a viernes de 
las 19:00 horas a las 5:00 horas del día siguiente. Asimismo, se ordena el cierre temporal de 
dichos establecimientos los sábados y domingos de manera total. Dichas restricciones se 
aplicarán del 11 de julio al 19 de julio de 2020.  

Se clasifican como excepciones de la disposición anterior los siguientes casos: 

A. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria:
1. Servicios a domicilio.
2. Alquiler de vehículos “rent a car”.
3. Alquiler de bicicletas.
4. Suministro y abastecimiento de combustibles.
5. Servicios comunitarios de recolección de residuos.
6. Los establecimientos de salud públicos y privados (clínicas, farmacias,

hospitales, laboratorios, consultorios, servicios de radiodiagnósticos,
servicios de emergencias, ópticas, macrobióticas, entre otros), clínicas
veterinarias y droguerías.

7. Servicios de salud en unidades móviles cumpliendo con lo establecido en el
Decreto Ejecutivo No. 41045-S.

8. Guarderías públicas, privadas o mixtas tuteladas por el CAI o el MEP.
9. Centros de atención a personas en condición de vulnerabilidad y

dependencia.
10. Estacionamientos o parqueos públicos.
11. Encomiendas.



12. Actividades de alojamiento para estancia corta (moteles).
13. Hoteles, cabinas o establecimientos de alojamiento.
14. La venta de loterías y productos de azar debidamente autorizados por la

Junta de Protección Social.

B. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria, pero a puerta cerrada y
con el mínimo personal requerido:

1. Actividades a puerta cerrada de teatros (incluyendo el Teatro Nacional y el
Teatro Popular Melico Salazar), iglesias y municipalidades con sus sesiones
de concejo municipal, consejos de distrito, reunión de comisiones y demás
reuniones municipales, para el desarrollo de transmisiones virtuales, con
estricto cumplimiento de los protocolos preventivos y lineamientos emitidos
por el Ministerio de Salud.

2. Deportes de contacto de alto rendimiento sin espectadores.

C. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria con una capacidad de
ocupación al cincuenta por cierto (50%):

1. Ferias del agricultor.
2. Mercados, supermercados, minisúper, pulperías, panaderías, carnicerías,

verdulerías y similares.
3. Venta de productos agrícolas, pecuarios, acuícolas y pesqueros.
4. Venta de insumos agropecuarios, veterinarios y alimentos para animales.
5. Venta de suministros de higiene.
6. Lavanderías.
7. Venta de repuestos, partes, piezas y accesorios para: vehículos, motores,

bicicletas, equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e industriales.
8. Ferreterías.
9. Cerrajerías.
10. Vidrieras.
11. Reparación de vehículos, motores, motocicletas, llantas, ciclos y talleres de

bicicletas, equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e industriales.
12. Servicio de cambio de aceite a vehículos (Lubricentros).
13. Servicios de lavado de automóviles (Lavacar).
14. Revisión Técnica Vehicular (RTV).
15. Salones de belleza, barberías y estéticas.
16. Salones de estéticas para mascotas (Grooming).
17. Plataformas de gestiones municipales.
18. Servicios bancarios y financieros públicos o privados.
19. Actividades de centros que atienden llamadas de clientes utilizando

operadores humanos como: “call center”.
20. Funerarias y/o capillas de velación.
21. Oficinas de servicios públicos con atención al cliente e instituciones que por

la naturaleza de sus funciones deben permanecer abiertas como los servicios
de migración, aduanas, fitosanitario del Estado, puestos fronterizos
terrestres, marítimos y aéreos, entre otros.



22. Parques nacionales según la lista que publique el MINAE.
23. Parques temáticos de animales, parques botánicos o parques marinos que

no impliquen el acceso a playas ni balnearios.
24. Piscinas, restaurantes, gimnasios de los hoteles, cabinas o establecimientos

de alojamiento.
25. Todos aquellos otros establecimientos con permiso sanitario de

funcionamiento que no brinden atención al público presencial.

D. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 19:00 horas y de sábado a
domingos de las 5:00 horas a las 17:00 horas:

1. Modalidad de autoservicio para los servicios de alimentación al público,
entiéndase la misma como el retiro de productos en ventanilla utilizando un
vehículo.

2. Modalidad de retiro de comida en establecimiento para llevar.
3. Cines y teatros con utilización obligatoria de mascarilla o careta, con medidas

de separación de asientos de mínimo 1.8 metros, respetando las burbujas
sociales y con boletería o reserva electrónica.

4. Se habilitan las actividades, organizaciones o congregación en sitios de
adoración con utilización obligatoria de mascarilla o careta, con una
capacidad de ocupación máxima de 75 personas, en esta cantidad de
personas no incluye el staff del lugar (que debe ser el mínimo), con medidas
de distanciamiento de 1.8 metros respetando las burbujas sociales.

5. Salas de eventos para actividades de máximo 30 personas (con medidas de
separación de asientos de mínimo 1.8 metros, respetando las burbujas
sociales y con listas de asistentes con número de cédula y número de
contacto). Las 30 personas deben incluir el personal de logística del evento e
invitados.

E. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 19:00 horas, y de sábados
a domingos de las 5:00 horas a las 17:00 horas, con una capacidad de ocupación al
cincuenta por cierto (50%):

1. Venta al por menor de vehículos automotores nuevos y usados.
2. Instalaciones deportivas y polideportivos, para la práctica de actividades

deportivas y recreativas sin contacto físico o directo.
3. Establecimientos para práctica o entrenamiento de deportes sin contacto.
4. Gimnasios con programación de citas y horario diferenciado para personas

con factores de riesgo.
5. Escuelas de natación.
6. Restaurantes (los comercios con patente de Bar y Restaurante, solo se les

permitirá la operación del área de restaurante con expendio de bebidas
alcohólicas siempre que cumplan con capacidad de ocupación al cincuenta
por ciento (50%)).



7. Sodas y Cafeterías.
8. Plazas de comidas (food trucks, food courts).
9. Tiendas en general.

10. Tiendas por departamento.
11. Centros comerciales.
12. Museos (con boletería o reserva electrónica).
13. Academias de baile sin contacto físico.
14. Actividades de tiro (polígonos).

F. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 19:00 horas con una
capacidad de ocupación al cincuenta por cierto (50%):

1. Actividades de agentes dedicados a la venta de animales vivos (subastas
ganaderas).

G. Se habilita el acceso a playas y lagos de lunes a domingo de las 5:00 horas a las
09:30 horas, con medidas de distanciamiento de 1.8 metros respetando las
burbujas sociales. Este acceso incluye las actividades deportivas sin contacto.

TERCERO: Para calcular el aforo a un 50% de la capacidad máxima del establecimiento, se 
hará de conformidad con los siguientes parámetros: 

1. De conformidad con la capacidad máxima establecida en la solicitud del permiso
sanitario de funcionamiento. Dicha capacidad máxima incluye trabajadores y
ocupantes.

2. Debe garantizar guardar un espacio de 1.8 metros entre cada persona dentro del
establecimiento y en las aceras previo a su ingreso.

3. En caso de que los usuarios del servicio deban esperar a ser ingresados al local,
deben ser organizados en filas en las que se aplique la distancia de seguridad
recomendada.

4. Respecto a los espacios de no acceso al público, deberá aplicarse lo establecido en
los “Lineamientos generales para propietarios y administradores de Centros de
Trabajo por Coronavirus (COVID-19)”.

5. Además de lo señalado respecto al aforo, los establecimientos deben garantizar el
cumplimiento de los lineamientos generales según el tipo de atención que brindan.

CUARTO: Todos los establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento deberán 
garantizar la aplicación estricta de los lineamientos del Ministerio de Salud para evitar la 
propagación del COVID-19. 

Aquellos establecimientos que deben permanecer cerrados de lunes a viernes desde las 
19:00 horas y hasta las 5:00 horas del día siguiente, así como los sábados y domingos, 

necesariamente deben cumplir con el aforo al 50% de su capacidad máxima establecida en 
sus horarios habilitados.   



 QUINTO: Se instruye a las autoridades de salud, tanto del Ministerio de Salud como de los 
Cuerpos Policiales e Inspectores Municipales del país cuya condición les ha sido delegada, 
para que giren Orden Sanitaria a aquellos establecimientos que incumplan con la presente 
disposición, ordenando la clausura inmediata de dichos establecimientos y la 
tramitación del cobro de las multas resultantes según corresponda.  

SEXTO: Déjese sin efecto la resolución ministerial No. MS-DM-6011-2020 de las 
dieciséis horas treinta minutos del dos de julio de dos mil veinte.   

SÉTIMO: La presente resolución rige a partir de las 5:00 horas del 11 de julio y hasta las 
23:59 horas del 19 de julio de 2020. 

COMUNÍQUESE: 

Dr. Daniel Salas Peraza, Ministro de Salud.—1 vez.—Exonerado.—( IN2020470453 ).



RES-DGA-343-2020.—DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS, SAN JOSÉ A LAS CATORCE 
HORAS CON TREINTA MINUTOS, DEL DIA DOS DE JULIO DE DOS MIL VEINTE. 

CONSIDERANDO: 

I. Que el Poder Ejecutivo emitió el Decreto Ejecutivo N°42227-MP-S, publicado en el Alcance N°46
al Diario Oficial La Gaceta N°51 de fecha 16 de marzo de 2020, en el que se declara Emergencia
Nacional debido al estado de necesidad y urgencia ocasionado por el COVID-19, por su magnitud
como pandemia y las consecuencias en el territorio nacional y el carácter anormal, esta no puede
ser controlada ni abordada por parte de la Administración Pública a través del ejercicio de los
procedimientos administrativos ordinarios.

II. Que el Decreto Ejecutivo N°42238-MGP-S, publicado en el Alcance N°47 al Diario Oficial La
Gaceta N°52 de fecha 17 de marzo de 2020, dispone la excepción de restricción de ingreso a las
personas extranjeras que formen parte del personal de medios de transporte internacional de
mercancías o cargas. Ante lo cual, la Dirección General de Migración y Extranjería debe adoptar las
medidas necesarias para que esas personas acaten los lineamientos y medidas sanitarias que emita
el Ministerio de Salud con relación al COVID-19.

III. Que el Decreto Ejecutivo N°42350-MGP-S, de fecha 15 de mayo de 2020, publicado en el
Alcance N°116 al Diario Oficial La Gaceta N°112, de fecha 16 de mayo de 2020, establece
modificaciones a las condiciones de ingreso y permanencia de personas que ingresen al país bajo la
categoría migratoria de No Residentes, subcategoría Personal de Medios de Transporte
Internacional de Pasajeros y Mercancías, establecida en el artículo 87 inciso 5) de la Ley General de
Migración y Extranjería N°8764.

IV. Que mediante el Decreto Ejecutivo N°42353-MGP-H-S, con fecha de rige 22 de mayo de 2020, el
Presidente de la República, el Ministro de Gobernación y Policía, el Ministro a.i. de Hacienda y
Ministro de Salud, reforman el artículo 5 del Decreto Ejecutivo N°42238-MGP-S, en atención a la
emergencia de salud en relación al COVID-19, a efecto de que se autorice el ingreso y la
permanencia de personas extranjeras bajo la categoría migratoria de No Residentes, subcategoría
“Personal de medios de transporte internacional de pasajeros y mercancías” establecida en el
artículo 87 inciso 5 de la Ley General de Migración y Extranjería N°8764.

V. Que mediante resolución N°DJUR-0093-05-2020-JM, de fecha 02 de junio de 2020, publicada en
el Alcance N°129 a La Gaceta N°129 de fecha 02 de junio de 2020, se establecieron una serie de
medidas administrativas para regular el ingreso y la permanencia de personas extranjeras bajo la
categoría migratoria de No Residentes, subcategoría “Personal de medios de transporte
internacional de pasajeros y mercancías”.

DOCUMENTOS VARIOS

DIRECCIÓN GENERAL DE ADUANAS 
HACIENDA



VI. Que mediante oficio N°MS-DVS-229-2020, de fecha 08 de mayo de 2020, el Ministerio de Salud
presentó los “Lineamientos para la atención de transportistas en puestos fronterizos de Paso
Canoas, Sixaola, Tablillas y Peñas Blancas”.

VII. Que por medio de la resolución RES-DGA-303-2020 del 09 de junio de 2020, se aprobaron y
emitieron los “Lineamientos para regular el ingreso y salida de vehículos y mercancías, conducidas
por transportistas nacionales o extranjeros residentes que van a realizar operaciones de
desenganche y enganche en la zona primaria de Peñas Blancas y el Puesto Aduanero de Las
Tablillas”.

EL DIRECTOR GENERAL DE ADUANAS, RESUELVE: 

1. Modificar el punto iii. del sub apartado “D- Actuaciones de la Aduana de Peñas Blancas o el
Puesto Aduanero de Las Tablillas”, del Apartado “1°) Desenganche y enganche para
importación”, del Capítulo “II. PROTOCOLO ESPECIAL PARA LAS OPERACIONES DE
DESENGANCHE Y ENGANCHE EN LA ZONA PRIMARIA”, del Anexo denominado
“Lineamientos para regular el ingreso y salida de vehículos y mercancías, conducidas por
transportistas nacionales o extranjeros residentes que van a realizar operaciones de
desenganche y enganche en la zona primaria de Peñas Blancas y el Puesto Aduanero de Las
Tablillas”, de la resolución RES-DGA-303-2020 del 09 de junio de 2020, para que se lea
correctamente de la siguiente forma: “iii. Crea un movimiento de inventario en el sistema
informático TICA, de las mercancías a granel de sustancias líquidas o gaseosas y de animales
vivos, peligrosas para la salud humana, animal, vegetal y para el medio ambiente, así como
mercancías refrigeradas y perecederos.”

2. Comuníquese y publíquese en el Diario Oficial La Gaceta.

     Gerardo Bolaños Alvarado, Director General de Aduanas.—1 vez.—Exonerado.—
( IN2020470352 ).

POR TANTO: 



I. Que el Poder Ejecutivo emitió el Decreto Ejecutivo N° 42227-MP-S, en el que se
declara Emergencia Nacional debido al estado de necesidad y urgencia ocasionado
por el COVID-19, por su magnitud como pandemia y las consecuencias en el
territorio nacional y el carácter anormal, esta no puede ser controlada ni abordada
por parte de la Administración Pública a través del ejercicio de los procedimientos
administrativos ordinarios.

II. Que la pandemia mundial por el COVID-19 ha ocasionado que muchos
beneficiarios del régimen de importación temporal categoría turista presenten serios
problemas para abandonar el país y circular por vía terrestre, en razón de las
limitaciones de circulación dentro de Costa Rica, así como las restricciones para
ingresar a países de los cuales no son ciudadanos, así como posibles problemas
de salud de forma personal que podrían afectar a estos importadores directamente.

III. Que el artículo 165 de la Ley General de Aduanas establece el Régimen de
Importación Temporal, como: “(…) el régimen aduanero que permite el ingreso, por
un plazo determinado, de mercancías a territorio nacional con suspensión de los
tributos de importación (…)”, por su parte el numeral 166 de ese mismo cuerpo
normativo señala las categorías de mercancías que podrán importarse
temporalmente, estableciendo entre ellas la categoría c) Turismo, la cual se define
como: “Las deuso personal y exclusivo del turista, incluyendo vehículo terrestre,
aéreo o acuático…”

IV. Que el Decreto Ejecutivo No. 42238-MGP-S “Medidas sanitarias en materia
migratoria para prevenir los efectos del COVID-19”, en su artículo 7º faculta a
Dirección General de Migración y Extranjería para que adopte las medidas
administrativas necesarias para cumplir el objetivo del presente Decreto Ejecutivo y
para mitigar la propagación de COVID-19.

V. Que mediante Directriz DGA-005-2020 del 24 de marzo de 2020, se comunica a
los funcionarios del Servicio Nacional de Aduanas y Auxiliares de la función pública
aduanera, prórroga para permanencia en el país de vehículos terrestres, aéreos o
acuáticos, en relación con certificados de importación temporal categoría turista, por
emergencia del COVID-19, otorgados a personas que ingresaron después del 17
de diciembre de 2019 hasta el 17 de mayo del 2020, con base en lo señalado por
la Dirección General de Migración y Extranjería mediante resolución DJUR-043-03-

RES-DGA-345-2020.—Dirección General de Aduanas.— San José, a las 
ocho horas con veinticinco minutos del tres de julio de 2020. 

Considerando: 

2019-JM (sic) del 16 de marzo de 2020, conforme a solicitud realizada por el
beneficiario.



VI. Que mediante Directriz DGA-008-2020 del 29 de abril de 2020, se actualiza el
plazo de prórroga para la permanencia en el país de vehículos terrestres, aéreos o
acuáticos, en relación con certificados de importación temporal categoría turista,
otorgados a personas que ingresaron después del 17 de diciembre de 2019, hasta
el 17 de julio del 2020 o cualquier nuevo plazo que dichas autoridades determinen
en un futuro, por emergencia del COVID-19 y con base en lo señalado por la
Dirección General de Migración y Extranjería mediante resolución N°
DJUR-0069-04-2020-JM del 15 de abril del 2020.

VII. Que ante la prolongación de la pandemia y con la finalidad de mitigar los
efectos negativos ocasionados por la crisis actual, conforme lo dispone la Directriz
número N°079-MP-MEIC, publicada en el Alcance No. 80 a La Gaceta no. 75 del 9
de abril de 2020, sobre la revisión y simplificación de trámites administrativos de
permisos, licencias, autorizaciones o concesiones, además de la ampliación de
las medidas sanitarias llevadas a cabo por el gobierno y ante la imposibilidad
material de llevar a cabo los procedimientos administrativos de la forma ordinaria o
habitual, se emitió la resolución RES-DGA-239-2020 de las nueve horas con
cuarenta y cinco minutos del quince de mayo del presente año, publicada en el
Alcance 118 a La Gaceta 115 del 14 de mayo de 2020, en la que se indicó que
los certificados de importación temporal categoría turista serán prorrogados de
forma automática por parte de la autoridad aduanera, sin necesidad de solicitud
expresa del beneficiario o legitimado.

VII. Que mediante resolución DJUR-0077-2020 del 04 de mayo de 2020 de la
Dirección General de Migración y Extranjería, publicada en el Alcance 111 a La
Gaceta 110 del 14 de mayo anterior, se volvió a extender el plazo de permanencia
en el país de vehículos terrestres, aéreos o acuáticos, en relación con certificados
de importación temporal categoría turista, otorgados a personas que ingresaron
después del 17 de diciembre de 2019, hasta el 18 de agosto del 2020.

Por tanto, 

EL DIRECTOR GENERAL DE ADUANAS, RESUELVE: 

1. Autorizar hasta el 18 de agosto de 2020, sin que medie solicitud expresa del
beneficiario, la prórroga del plazo de permanencia en el país de vehículos terrestres,
aéreos o acuáticos, que cuenten con un certificado de importación temporal
categoría turista, otorgados a extranjeros y costarricenses residentes en el exterior
que ingresaron a nuestro país, después del 17 de diciembre de 2019, y que fueran
expedidos por el Servicio Nacional de Aduanas, en razón de la emergencia por el
COVID-19.



2. Instruir a la Dirección de Fiscalización de la Dirección General de Aduanas, para
que, una vez finalizada la emergencia nacional, realicen la revisión posterior,
conforme a sus competencias y criterios que se determinen y se proceda con la
verificación respectiva y demás aspectos de control relevantes.

3. Comuníquese y publíquese en el Diario Oficial La Gaceta.

       Gerardo Bolaños Alvarado, Director General Servicio Nacional de Aduanas.—1 vez.—
Exonerado.—( IN2020470353 ).



INSTITUCIÓN BENEMÉRITA 

Informa al público en general, con autorización de la Junta Directiva, el acuerdo 

JD-483 correspondiente al Capítulo IV), artículo 7) de la Sesión Ordinaria 39-2020 

celebrada el 2 de julio de 2020, que en lo conducente dice:  

La Junta Directiva ACUERDA:  

Se aprueban las siguientes modificaciones: 

a) REGLAMENTO PARA EL ESTABLECIMIENTO DEL CANAL DE

DISTRIBUCIÓN DE LOTERÍAS PREIMPRESAS POR MEDIO DE UNA

CANAL DE DISTRIBUCIÓN

Artículo 1.- Definiciones 

Se modifica la definición de Lotería preimpresa quedando de la siguiente forma: 

Lotería Preimpresa: Modalidad de lotería, que consiste en la venta de billetes con 

número y serie; si el billete coincide en número y serie con la combinación ganadora 

determinada en un sorteo, se hace acreedor de un premio.  

Para efectos de este reglamento, se consideran dos modalidades de Lotería Preimpresa, 

a saber:  

• Lotería Nacional.

• Lotería Popular.

Artículo 17.- De la custodia de Lotería Disponible- La Junta custodiará en sus 

oficinas centrales la lotería disponible en físico y si el jugador puede proceder con su 

retiro.  

En caso de sorteos que se realicen en días hábiles, el retiro se podrá realizar como 

máximo el mismo día del sorteo, dentro de horas hábiles.  

En caso de sorteos que se realicen en día no hábiles, sábados o domingos, el retiro se 

podrá realizar como máximo el día hábil anterior a la realización del sorteo de que se 

trate, dentro de horas hábiles.  

b) REGLAMENTO PARA REALIZAR COMPRAS EN EL SITIO WEB

Artículo 13° Del producto que estará disponible para la compra. – La Plataforma 

Tecnológica dispondrá de un inventario de las Loterías Preimpresas que la Junta 

disponga, antes de entrar en vigencia y operación para su venta, cuyos planes de 

premios están debidamente aprobados y autorizados para su venta y podrán ser 

visualizados en el sitio web. 

REGLAMENTOS

JUNTA DE PROTECCIÓN SOCIAL 



1. El jugador tendrá acceso a la compra del producto que esté disponible en el momento

de su compra, la Junta no garantiza que para un sorteo esté disponible una serie o

número específico para la venta. El monto mínimo de las apuestas para las jugadas será

el correspondiente al valor de cada fracción, el monto máximo de compra estará

limitado por las condiciones bancarias de la tarjeta de débito o crédito que utilice el

comprador.

El usuario dispondrá de un período específico de tiempo para finalizar la compra. 

Durante este período el inventario escogido por el usuario será reservado y en caso de 

no completar la compra, la selección será liberada de nuevo a los números disponibles. 

Lo anterior con la posibilidad de que uno o varios jugadores, puedan consumir esos 

productos de forma concurrente sin afectación uno de otro. 

   Karen Gómez Granados, Gerente a. í. de Producción, Comercialización y 
Operaciones.—1 vez.—O.C. N° 23323.—Solicitud N° 208542.—( IN2020470411 ).



MUNICIPALIDADES 

MUNICIPALIDAD DE ESPARZA 

Secretaría del Concejo Municipal 

Habiéndose cumplido con el plazo de Ley para someter a consulta pública la REFORMA 

DEL REGLAMENTO DE SESIONES DEL CONCEJO MUNICIPAL DE ESPARZA, y 

sin haberse recibido observaciones al respecto, este Concejo Municipal acuerda ratificarlo 

como Reforma definitiva, y ordenar que se realice su publicación definitiva en el diario oficial 

la Gaceta. 

REFORMA DEL REGLAMENTO DE SESIONES 

DEL CONCEJO MUNICIPAL DE ESPARZA 

Artículo 1º—Se reforman los artículos 6, 7, 16, 27, 37 y 45 del Reglamento de Sesiones del 

Concejo Municipal de Esparza, para que se lean de la siguiente manera: 

Artículo 6º—Las sesiones del Concejo serán Ordinarias y Extraordinarias, las cuales, 

por su naturaleza serán públicas y la participación de los particulares será debidamente 

reglamentada. 

De conformidad con la Ley N° 9842, del 28 de abril de 2020, se podrán realizar, en caso de 

que así se requiera, sesiones municipales virtuales del Concejo o de sus comisiones, a  través 

del uso de medios tecnológicos, cuando por estado de necesidad y urgencia, ocasionado por 

circunstancias sanitarias, de guerra, conmoción interna y calamidad pública exista una 

declaración de estado de emergencia nacional o cantonal, para lo cual se deberá respetar el 

cuórum de ley y las disposiciones contenidas en este Reglamento. 

El medio tecnológico dispuesto por la administración de la municipalidad deberá garantizar 

la participación plena de todos los asistentes, la transmisión simultánea de audio, video y 

datos a todos quienes participen, debiendo respetar el principio de simultaneidad, 

colegialidad y deliberación del órgano colegiado. Asimismo, deberá garantizar la publicidad 

y participación ciudadana en las sesiones del concejo a través de los medios que considere 

más efectivos y convenientes, a efectos de que las personas interesadas puedan acceder a 

estas para conocer las deliberaciones y los acuerdos. 

Para que la participación de los miembros del Concejo por medios tecnológicos sea válida 

deberá: 

1) Existir una plena compatibilidad entre los sistemas o medios empleados por el emisor y el

receptor, pues se debe garantizar la autenticidad e integridad de la participación, voluntad y

la conservación de lo actuado.

2) Los participantes no podrán realizar otra labor privada o pública y no podrán estar de

forma simultánea durante el desarrollo de la sesión, en cualquier otro tipo actividad pública

o privada.

3) El pago de la dieta se justificaría únicamente si el miembro participa de la totalidad de la

sesión y se mantiene en ella, y si, además, se garantizaron los principios de colegialidad,

simultaneidad, deliberación y votación.



4) Garantizar las condiciones para asegurar el acceso pleno a la sesión a todas las personas

integrantes del concejo, propietarios y suplentes. Para esto, cada municipalidad, conforme a

sus posibilidades, deberá proveer a los alcaldes y alcaldesas, regidores, síndicos y

funcionarios municipales llamados a participar, de los medios, las condiciones y la asistencia

necesaria para asegurar su eventual participación en una sesión del Concejo o sus comisiones

por medios tecnológicos. De no ser posible esto, deberá optarse por el traslado físico del

recinto.

Artículo 7º—Las sesiones ordinarias del Concejo se celebrarán el día y hora en que 

haya sido acordado por el Concejo en su primera sesión y conforme al procedimiento de Ley. 

Para que el Concejo pueda, eventualmente sesionar ordinariamente en un lugar diferente 

dentro de la jurisdicción del Cantón o bien para hacerlo de forma virtual, deberá mediar 

acuerdo previo aprobado por mayoría calificada de los miembros presentes en la sesión donde 

así se solicite y con la publicación de ley correspondiente. La convocatoria se hará por medio 

de la Secretaría, quien, en caso de llevarse a cabo la sesión de forma virtual, quedará obligada 

a gestionar lo que corresponda para cumplir lo dispuesto y a dejar respaldo de audio, video y 

datos, así como para la elaboración del acta correspondiente. 

Artículo 16. —El orden del día, junto con la correspondencia de los puntos a tratar, 

debe ser remitido electrónicamente por la Secretaría a todos los miembros del Concejo 

Municipal, antes de finalizar la jornada laboral del día hábil inmediatamente anterior al de la 

sesión de que se trate. Para cumplir con esta disposición, la correspondencia se recibirá en la 

secretaría hasta las 13 horas de ese día hábil inmediatamente anterior al de la sesión que se 

va a desarrollar. Cada regidor será responsable de la confidencialidad de esos documentos 

recibidos previo a la sesión. 

En las sesiones ordinarias el orden del día sólo podrá ser modificado o alterado mediante 

acuerdo aprobado por dos terceras partes de los miembros presentes. En las sesiones 

extraordinarias sólo podrá ser modificado, por acuerdo unánime del Concejo. 

Artículo 27. —En sesiones ordinarias y extraordinarias el Concejo podrá recibir en 

audiencia presencial o virtual, a quienes así lo soliciten por escrito dos días antes de 

celebrarse la sesión; esta solicitud deberá contener las calidades del solicitante, los temas a 

tratar y un lugar o medio para recibir notificaciones. Las audiencias de carácter urgente en 

sesiones ordinarias podrán atenderse siempre y cuando exista el acuerdo simple del Concejo 

Municipal. 

Artículo 37. —Los acuerdos del Concejo serán tomados por mayoría absoluta de los 

miembros presentes, salvo en los casos en que de conformidad con la ley se requiera una 

mayoría diferente. Todos los regidores y regidoras presentes en la sesión, están obligados a 

votar afirmativa o negativamente los asuntos sometidos. Esta votación se hará levantando la 

mano, o por el medio tecnológico correspondiente, según sea previamente establecido por la 

Presidencia. 

Artículo 45. —Las comisiones podrán reunirse ordinaria y extraordinariamente 

cuando ellas mismas así lo decidan, siempre y cuando no interfieran con las sesiones del 

Concejo. 



La modalidad de sesiones virtuales también podrá ser utilizado por las comisiones del 

Concejo Municipal respetando siempre el cuórum de ley y las mismas disposiciones 

tecnológicas contenidas en este reglamento y suministradas por la administración para la 

realización de las sesiones virtuales del Concejo. De igual forma se habilita la participación 

de forma virtual de los funcionarios municipales en las sesiones de las Comisiones cuando 

estas sean presenciales o virtuales. 

Artículo 2º—Se adicionan un inciso g) al artículo 70 del Reglamento de Sesiones del 

Concejo Municipal de Esparza, para que se lean de la siguiente manera: 

Artículo 70. —Además de los deberes señalados en el artículo 53 del Código 

Municipal son deberes de la Secretaria del Concejo Municipal: 

a) Asistir a las sesiones del Concejo, levantar las actas y tenerlas listas dos horas antes del

inicio de una sesión, para aprobarlas oportunamente, salvo lo señalado en el artículo 48 del

Código Municipal.

b) Transcribir las actas del Concejo en las que se hará constar los acuerdos tomados y en

forma sucinta las deliberaciones habidas salvo cuando se trate de nombramientos o

elecciones.

c) Las actas deben estar a disposición del Concejo para ser aprobadas en la sesión ordinaria

inmediata posterior, salvo que por razones de fuerza mayor lo impida. La Secretaria deberá

justificar, ante la Presidencia Municipal para que haga del conocimiento de los miembros del

Concejo, las razones que le impidan la presentación del acta, con anterioridad al inicio de la

respectiva sesión, en cuyo caso esa acta deberá ser aprobada en la sesión siguiente.

d) Transcribir, comunicar o notificar los acuerdos del Concejo, conforme a la ley.

e) Extender certificaciones solicitadas a la municipalidad.

f) Cualquier otro deber que le encarguen las leyes, los reglamentos internos, la presidencia o

el Concejo Municipal.

g) Gestionar ante la Administración Municipal todo lo correspondiente para poder llevar a

cabo las sesiones virtuales tanto del Concejo Municipal como de sus Comisiones, cumpliendo

con lo dispuesto Ley N° 9842, del 28 de abril de 2020.

Artículo 3º—Los demás artículos del Reglamento de Sesiones del Concejo Municipal de 

Esparza quedan incólumes. 

Artículo 4º—Rige a partir de su publicación definitiva en el Diario Oficial La Gaceta. 

Espíritu Santo de Esparza, 08 de julio del 2020.—Margoth León Vásquez, Secretaria 

Concejo Municipal.—1 vez.—Exonerado.—( IN2020470451 ). 
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